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Prefacio 

El gobierno abierto surgió en la década de 2010 y ha ganado impulso en los últimos años, probablemente como 
resultado de los recientes avances en la tecnología de la educación. Está basado en la suposición de que el 
rápido desarrollo de nuevas tecnologías, combinado con la presión para que los gobiernos sean más transpa-
rentes y responsables, empujará a los países a explorar enfoques innovativos para compartir la información con 
el público y consultar con la ciudadanía e involucrarlos en la entrega del servicio educativo. Además, al ayudar 
a redefinir las fronteras entre el ciudadano y el gobierno, se cree que el gobierno abierto puede contribuir a 
mejorar la transparencia y la rendición de cuentas en la gestión de los sectores públicos (incluyendo el sector 
educacional) y, más allá de eso, la cultura de la administración pública en general. 

La Organización de Cooperación y Desarrollo Económico define el gobierno abierto como la transparencia de 
las acciones gubernamentales, la accesibilidad a la información y a los servicios del gobierno, y la respuesta 
del gobierno ante nuevas ideas, demandas y necesidades. La Asociación para el Gobierno Abierto identifica 
tres principios fundamentales bajo este concepto: la transparencia de la información, participación pública y 
rendición de cuentas. Por su parte, la Comisión Europea, destaca los principios de transparencia, colaboración 
y participación basándose en los datos abiertos, servicios abiertos, y decisiones abiertas. Finalmente, el Banco 
Mundial define gobierno abierto en la base de los principios de transparencia, participación e involucración 
ciudadana y capacidad de respuesta. 

Una revisión superficial sugiere una escasez de literatura sobre gobierno abierto en el sector educativo y una 
falta de identificación sistemática de experiencias prácticas dentro de este marco de trabajo. Además, no hay 
uniformidad entre las definiciones de “gobierno abierto” en el sector educativo y una clara ausencia en relación 
a los diversos dominios de gobierno abierto observados en el campo de la educación. También existe una cre-
ciente necesidad de evaluar el impacto del incremento de iniciativas gubernamentales desarrolladas a través 
del Gobierno Abierto en la educación: Aclarando conceptos y trazando iniciativas educativas a nivel mundial, 
y analizar y extraer lecciones de los retos y barreras asociadas con su implementación, con el fin de permitirles 
cumplir su máximo potencial. 

El reto al cual se enfrentan los planificadores educativos es inmenso – prestar la debida atención a las preocu-
paciones del gobierno abierto en cada etapa de políticas y ciclo de planificación. Cada etapa en este ciclo, per-
mite diversos grados de aportación y participación ciudadana: durante la primera fase, los ciudadanos pueden 
ayudar a identificar el problema y discutir posibles opciones de políticas. Luego, durante la implementación 
de la política, pueden monitorear si la política se está implementando como se planeó, detectar debilidades 
y deficiencias, y contribuir en la identificación de soluciones. Sin embargo, los ciudadanos también pueden 
contribuir activamente a la evaluación de políticas y programas de educación, a través de auditorías sociales, y 
así complementar otros sistemas más formales de “controles y equilibrios para hacer que los gobiernos rindan 
cuentas en sus compromisos educativos” (IEU, 2018).

En este contexto, el IIPE ha decidido lanzar un nuevo proyecto de investigación, como parte de su Estrategia 
a Mediano Plazo 2018-21, titulado: “Gobierno abierto en la educación: Aprendiendo de la experiencia”. Aquí, 
gobierno abierto se entiende como la apertura de los datos, procesos, decisiones, y mecanismos de control 
gubernamentales a la involucración y escrutinio público, con miras a garantizar una educación de calidad 
inclusiva y equitativa. Demanda una interacción renovada entre el gobierno y los ciudadanos y se basa en 
los principios de transparencia, participación e involucración ciudadana, así como también la capacidad 
de respuesta gubernamental. El propósito del proyecto del IIPE, es promover una planificación educacional 
más receptiva, efectiva e innovadora, centrado en el involucramiento ciudadano. Los objetivos principales 
son los siguientes: 
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• �ayudar a formular una comprensión de lo que se quiere decir con gobierno abierto en el sector de la educación.

• explorar percepciones de enfoques de gobierno abierto en la educación entre los principales interesados. 

• �establecer una lista de criterios que maximicen la exitosa implementación de iniciativas de gobierno abierto 
en la educación. 

• �evaluar el impacto de las iniciativas de gobierno abierto, específicamente en lo que se refiere al Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 4. 

• �proporcionar recomendaciones a planificadores y tomadores de decisiones de la educación, sobre cómo tomar 
decisiones informadas acerca del diseño e implementación de las políticas de gobierno abierto en la educación.

Esta investigación sostiene que los tres principios de gobierno abierto – transparencia, rendición de cuentas 
e involucración ciudadana – son indispensables para lograr el Objetivo de Desarrollo Sostenible 4. Los datos 
escolares abiertos le permiten al público verificar que sus gobiernos están gastando su dinero de una manera 
justa, lo que maximiza las oportunidades para la población marginada a que tengan acceso a educación. 

La contratación abierta puede profundizar el nivel de transparencia y rendición de cuentas en la gestión de 
contratación educativa, garantizando así que los artículos adquiridos (equipos escolares, libros de texto, etc.) 
realmente lleguen a sus beneficiarios. La política abierta y la planificación promueven el involucramiento de las 
minorías en la formulación de la política, de esta manera garantizan que las políticas y los programas escolares 
sean más diversos e inclusivos. Finalmente, las auditorías sociales, como una forma de seguimiento comuni-
tario, puede ayudar a garantizar que los recursos escolares sean utilizados correctamente.

En 2018, el IIPE emprendió una labor exploratoria para formular mejor lo que se quiere decir con gobierno 
abierto en el sector educativo, y para documentar y evaluar las primeras iniciativas innovadoras desarrolladas 
en ese campo. Sobre esta base, en 2019, el Instituto comenzó siete estudios de casos para ilustrar la diversi-
dad de iniciativas de gobierno abierto en la educación. En cada caso se da prioridad a uno de los siguientes 
aspectos de gobierno abierto: políticas abiertas, presupuestos abiertos, contratación abierta, auditorías socia-
les y crowdsourcing. Los casos combinan los siguientes métodos de recopilación de datos: la recolección de 
información contextual utilizando datos secundarios relacionados a las iniciativas/programas bajo revisión, 
una investigación cualitativa con entrevistas semiestructuradas, debates en grupos de discusión, observación 
participativa, y una investigación cuantitativa a gran escala, que supone la distribución de 250 cuestionarios 
a actores escolares usando un método de muestreo estratificado de varios niveles.

Este estudio de caso presenta la experiencia del programa “Auditores Juveniles”, el cual es implementado 
por la Contraloría General de la República del Perú con la finalidad de generar en los alumnos de instituciones 
educativas públicas competencias y actitudes que permitan la participación ciudadana, vigilancia del buen 
manejo y ejecución de los servicios escolares y la generación de una cultura de integridad. 

Este trabajo es parte de una serie de estudios de casos encargados por el IIPE, bajo su programa de gobierno 
abierto en la educación. 

El IIPE desea agradecer al autor, Marco Antonio Vélez Fernández, por su valiosa contribución y extender el agra-
decimiento a la Contraloría General de la República, en especial a la Gerencia de Control Social y Denuncias y a 
su Subgerencia de Participación Ciudadana por las facilidades brindadas para el desarrollo de la presente inves-
tigación. En ese sentido, hago mención especial a las siguientes personas: Dr. Rubén Fernando Ortega Cadillo, 
Gerente de Control Social y Denuncias, a la Dra. Patricia Milagros Guillén Nolasco, Subgerenta de Participación 
Ciudadana, al Sr. Miguel Abanto Cruz, responsable del programa “Auditores Juveniles”, a los demás integrantes 
del equipo como la Sra. Patricia Cando Sobrino, Lizbeth Marilyn Minchola Contreras, Carmen Esther Carlota 
Pilares Salazar y Gloria Patricia Malpartida Antón, y a las facilitadoras Peñaflor Pomiano y Zadith Pardo. 

	 Muriel Poisson 









8

Glosario

Las siglas y acrónimos a continuación serán utilizados a lo largo del presente documento, y deberán ser concebidos 
con el significado que aquí se les asigna.

CGR Contraloría General de la República

CGE Comité de Gestión Escolar

DPCC Área de Desarrollo Personal Ciudadanía y Cívica que se encuentra en el Currículo Nacional de Educación Básica

DRE Dirección Regional de Educación 

DRELM Dirección Regional de Educación de Lima Metropolitana

DRELP Dirección Regional de Educación de Lima Provincias

DREI Dirección Regional de Educación de Ica

ESE  Estatus socioeconómico

GA Gobierno abierto

IE Institución educativa 

INEI Instituto Nacional de Estadística e Informática

MINEDU Ministerio de Educación

MINSA Ministerio de Salud

OGP Open Government Partnership (Alianza para el Gobierno Abierto)

PCM Presidencia de Consejo de Ministros 

RD Resolución Directoral 

RENIEC Registro Nacional de Identificación y Estado Civil

SUNAT Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 

TOE Tutoría y Orientación Educativa

UGEL Unidad de Gestión Educativa Local 
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Resumen

El presente informe se realiza en el marco del proyecto de investigación llamado: “Gobierno abierto en la edu-
cación: Aprendiendo de la experiencia”, del Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación (IIPE), 
de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). En el caso de 
Perú, el Programa “Auditores Juveniles” diseñado por la Contraloría General de la República, corresponde a la 
política de gobierno abierto en la educación. 

El informe tiene como objetivo brindar un análisis de cómo se ha ejecutado el Programa a lo largo de estos 
años en el sector educativo, para lo cual se han escogido como muestra 10 instituciones educativas públi-
cas de educación básica regular, de los departamentos de Lima e Ica y que han llevado a cabo el Programa 
“Auditores Juveniles”. 

Este informe consta de siete capítulos y las conclusiones. En el primer capítulo se presenta el contexto general 
del proyecto, e incluye el marco normativo que respalda el Programa “Auditores Juveniles”, las hipótesis de 
estudio, la muestra y la metodología a utilizar. 

El segundo capítulo describe el marco de implementación del Programa “Auditores Juveniles”, en el que se 
menciona a los actores participantes, y sus funciones y responsabilidades. Toman protagonismo el convenio 
con el Ministerio de Educación y la Contraloría General de la República, que es la encargada del diseño, eje-
cución y evaluación de la iniciativa. Asimismo, se presentan algunos resultados del Programa desde los años 
2010 hasta el 2021, donde se han beneficiado un total de 961,922 alumnos a nivel nacional. Finalmente, en este 
capítulo se resaltan los componentes del Programa y el tema de la veeduría, como instrumento de fiscalización 
que los alumnos utilizarán para el Programa “Auditores Juveniles”. 

En el tercer y cuarto capítulos, se mencionan las fases de ejecución de las veedurías escolares tanto pre-
senciales como virtuales. También, las características de la participación de los actores involucrados a nivel 
central, local y escolar. Se destaca el involucramiento de los alumnos en la implementación de la veeduría, 
la comunicación efectiva entre los actores que se ha fortalecido, y el liderazgo de los docentes en el área de 
Desarrollo Personal Ciudadano y Cívico, como un actor importante en la implementación de la iniciativa en 
la institución educativa. 

En el capítulo cinco dedicado a la rendición de cuentas, se considera que el Programa “Auditores Juveniles” 
es útil para detectar malas prácticas. Asimismo, se explica el proceso de seguimiento y retroalimentación en el 
que los alumnos sienten que sus observaciones son tomadas en cuenta. En el capítulo seis se discute cómo el 
impacto del Programa ha contribuido a la construcción de una cultura cívica en el alumno y ha generado más 
auditores con la modalidad virtual. 

En las condiciones de ejecución del Programa, descritas en el capítulo siete, se destacan algunos problemas 
o desafíos como las condiciones socioeconómicas del alumno, que obligan a su deserción escolar, la cultura 
organizacional de algunas instituciones educativas, la falta de una planificación óptima para el cumplimien-
to del cronograma, y los problemas de conectividad a internet en algunas regiones. En el caso de los riesgos, 
se hace referencia a la posible falta de presupuesto para el desarrollo de algunas actividades y a una posible 
decisión gubernamental inadecuada, que dificulta la continuidad del Programa y las políticas de gobierno 
abierto en general. 

Para finalizar, se presentan las conclusiones correspondientes, siendo la principal que el Programa “Auditores 
Juveniles” se caracteriza por tener un buen número de beneficiarios y ha generado aceptación por parte de los 
estudiantes. Al respecto se ha logrado desde el 2010 hasta el 2021 la formación de un total de 961,922 auditores 
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juveniles a nivel nacional con la producción de 559,766 veedurías escolares. Además, el Programa ha logrado 
resultados positivos en las instituciones educativas como herramienta para la formación ciudadana, genera-
ción de valores éticos y desarrollo de competencias de vigilancia, participación, colaboración y fomento de 
transparencia. Posteriormente se realizan las recomendaciones pertinentes, entre las que se resalta el fortale-
cer el Programa específicamente como política de gobierno abierto en la educación con la articulación de otros 
sectores del Estado peruano y participación de padres de familia y sociedad civil. 

��

formulation 
correcte ?
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1• Introducción:  
Contexto general

En el marco de las políticas de transparencia y gobierno abierto el Perú ha implementado importantes iniciati-
vas como la Política Nacional de Integridad y Lucha contra la Corrupción y los Planes de Acción de Gobierno 
Abierto, los cuales han permitido articular acciones entre el Ministerio de Educación y la Contraloría para 
implementar el Programa “Auditores Juveniles”. A continuación, describiremos las características de estas 
importantes iniciativas y señalaremos la metodología del estudio, así como la estructura del presente informe. 

1.1 Iniciativas de gobierno abierto en Perú

Política Nacional de Integridad y Lucha contra la Corrupción
En los últimos 20 años, el Estado peruano ha fortalecido los compromisos internacionales y un marco legal que 
fomenta las políticas de integridad. A nivel internacional, destacan instrumentos como la Convención Intera-
mericana de Lucha contra la Corrupción (1996), la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
(2003), entre otros. En el ámbito nacional, los artículos 39º, 41º y 44º de la Constitución Política de 1993, en 
términos generales, establecen el rol de los poderes del Estado en caso de presuntos delitos de funcionarios 
públicos, y promueven el bienestar general de la población. 

Como parte de estas normas que promueven una cultura de integridad, se aprueba la “Política Nacional de 
Integridad y Lucha contra la Corrupción” de 2017, que es una política de Estado que abarca a todos los niveles 
del gobierno y constituye una guía para el sector privado. En esta Política se define a la corrupción como: “El 
mal uso del poder público o privado para obtener un beneficio indebido; económico, no económico o ventaja; 
directa o indirecta; por agentes públicos, privados o ciudadanos; vulnerando principios y deberes éticos, nor-
mas y derechos fundamentales” (Comisión de Alto Nivel Anticorrupción, 2017: 16)1. 

La política señala que la corrupción involucra a diversos actores. Por un lado, involucra a quienes forman parte 
de los acuerdos corruptos (corrupto-corruptor) y, por otro lado, involucra a actores vinculados en la lucha contra 
la corrupción (prevención y sanción). Entre estos últimos, se encuentran los órganos de control superior, que 
son “las entidades que tienen competencias directas en la investigación, denuncia, juzgamiento y eventual 
sanción de graves hechos de corrupción de servidores/as civiles” (Comisión de Alto Nivel Anticorrupción, 
2017: 22). En este grupo se encuentran el Poder Judicial, el Ministerio Público y la Contraloría General de la 
República. Los otros actores a nivel central involucrados en la lucha contra la corrupción son los ministerios 
(por ejemplo, el Ministerio de Educación), que se encargan de “coordinar la ejecución y supervisión de las 
políticas y planes a nivel nacional, promover la participación ciudadana, desarrollar buenas prácticas en pre-
vención y sanción de la corrupción en sus correspondientes entidades, entre otras” (Comisión de Alto Nivel 
Anticorrupción, 2017: 25). 

1 -	 La Política Nacional de Integridad y Lucha contra la Corrupción fue aprobada mediante Decreto Supremo N°092-2017-PCM aprobado el 13 de setiembre del 2017 y 
publicado en el diario El Peruano el 14 de setiembre del 2017.
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1.2 �Convenio entre la Contraloría General de la República 
y el Ministerio de Educación

Una de las líneas de acción emprendidas por el Estado a través de la Contraloría General de la República 
del Perú, es la promoción de valores éticos y cívicos en los ciudadanos, como una medida para prevenir la 
corrupción. En este sentido, la Contraloría identificó la necesidad de dotar al sistema educativo de herra-
mientas que colaboren con la función docente en la promoción de una cultura de integridad. Esto permitirá 
la formación de futuros ciudadanos y ciudadanas por medio de la inserción de valores y la inclusión de prác-
ticas participativas en el control del Estado, como un ejercicio efectivo de ciudadanía a favor de una gestión 
eficiente y transparente. 

Así, a finales del 2009 se decidió incluir el Programa “Auditores Juveniles” en el Plan Anual de la Gerencia 
de Prevención de la Corrupción de la Contraloría, con el fin de desarrollar actividades que permitan crear las 
condiciones para la inclusión de temas de lucha contra la corrupción, el control gubernamental, entre otros, 
asumiendo el desarrollo de las veedurías escolares como mecanismo de participación escolar y constituyén-
dose en la principal actividad del Programa “Auditores Juveniles”.

El MINEDU ha mostrado una gran predisposición para trabajar conjuntamente en el Programa, a partir de 
su experiencia en el desarrollo de otros temas formativos y de las lecciones aprendidas por la Contraloría en 
materia de veeduría y vigilancia ciudadana. Este compromiso se ha concretado desde marzo de 2010 con la 
firma del Convenio de Cooperación Interinstitucional (Contraloría General de la República, 2010), para llevar 
a cabo actividades educativas y comunicacionales a nivel escolar, que promuevan valores éticos y cívicos, 
la participación ciudadana y el control preventivo de la corrupción. A la fecha se han firmado y renovado los 
convenios entre estas instituciones, siendo el último el 3 de diciembre del 2019, el cual tiene una duración 
indefinida, permitiendo su sostenibilidad en el tiempo. Asimismo, se precisa que la Contraloría viene ges-
tionando la suscripción de convenios específicos con 10 direcciones regionales de educación como Cusco, 
Lima Metropolitana, Puno, Huánuco, Ancash, Loreto, Piura, Ica, Lima Provincias y Huancavelica.

1.3 Hipótesis del estudio

El presente estudio parte de cuatro suposiciones subyacentes: 

i) Los procesos de política participativa en la educación (principalmente la formulación de procesos 
participativos) aumentan la probabilidad de que las políticas sean más relevantes y, por tanto, los índices de 
éxito en la implementación de políticas y reformas. 

ii) 	Los presupuestos y la contratación abiertos en la educación limitan el riesgo de corrupción y la malversación 
de fondos de finanzas. Las herramientas de gobierno abierto, como las auditorías sociales o aplicaciones 
móviles para proporcionar retroalimentación, proveen perspectivas que permiten a las autoridades 
públicas abordar las deficiencias en la entrega de los servicios educativos.

iii) El gobierno abierto puede producir resultados educativos más equitativos, cambiando las dinámicas de 
poder, particularmente hacia las comunidades más desfavorecidas. Sin embargo, debido a las diferencias 
en los indicadores contextuales, los índices de éxito pueden variar según los indicadores socioeconómicos 
claves (particularmente urbanos vs. rurales), por lo que se necesitan varios requisitos para garantizar el 
buen funcionamiento de las iniciativas de gobierno abierto (incluyendo, pero no limitadas a): compromisos 
explícitos de las partes interesadas desde el principio, políticas sólidas de datos abiertos, una rendición 
de cuentas vertical estricta, movilización de recursos suficientes, el diseño de estrategias adecuadas de 
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movilización ciudadana, y (en algunos casos) el desarrollo de algunos sistemas tecnológicos receptivos 
y apropiados. Asimismo, se precisa que la Contraloría viene gestionando la suscripción de convenios 
específicos con 10 direcciones regionales de educación como Cusco, Lima Metropolitana, Puno, Huánuco, 
Ancash, Loreto, Piura, Ica, Lima Provincias y Huancavelica.

iv)	En ausencia de garantías adecuadas, las iniciativas de gobierno abierto pueden aumentar las 
desigualdades, beneficiando a quienes tienen mejor acceso a la información y una mayor capacidad de 
influir en las decisiones del gobierno. Una mayor apertura también puede llevar a un empeoramiento de 
conflictos sociales y a nuevas formas de clientelismo. 

1.4 Regiones del estudio

El tipo de muestra se define mediante muestro intencional, método no probabilístico. Para definir las regio-
nes de donde se seleccionaron las instituciones educativas en los departamentos/regiones, se han tenido 
en cuenta dos criterios: la recordación y la continuidad del Programa. En consecuencia, las regiones de 
estudio seleccionadas fueron los departamentos de Lima e Ica. En estas ciudades, el Programa “Auditores 
Juveniles” se viene implementando desde el año 2018 y ha continuado en el contexto de la pandemia de la 
COVID-19 de forma virtual. Además, se cumplen tres condiciones:

•• 	Se han cumplido todas las etapas, incluyendo la de seguimiento.

•• 	En estas ciudades se ejecutaron las primeras etapas del Programa en 2018 y 2019: planificación, sensibi-
lización, ejecución, reporte de veedurías, comunicación, resultados. El seguimiento ha continuado en el 
contexto de la pandemia. 

•• 	En una de estas ciudades se identifican instituciones educativas con diferentes indicadores contextuales 
(urbano/semi rural, urbanización, indicadores socioeconómicos).

En cada una de las regiones se seleccionaron cinco instituciones educativas en las que se aplicaron los ins-
trumentos. En Lima, se seleccionaron distritos urbanos y de nivel socioeconómico intermedio. y en Ica, un 
distrito semi urbano y de nivel socioeconómico bajo. 

A continuación, se presenta (Figura 2) el mapa de los departamentos y provincias de Lima e Ica. 
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 Figura 2. Mapa del Perú con las provincias de Lima y Ica 

Elaboración propia. Fuente: https://es.wikipedia.org/wiki/Departamento_de_Lima#/media/Archivo:Peru_-_Lima_Department_(locator_map).svg
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